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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 
29 de septiembre de 2005, ha exa-
minado el expediente de responsa-
bilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxxxxxxx y 
Dña. zzzzzzzzzz, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 

 
 
 

DICTAMEN 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 6 de septiembre de 2005 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx y Dña. zzzzz debido a los daños derivados de la asistencia sanitaria que le 
fue prestada a su hijo, ccccc. 

 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 7 de septiembre de 
2005, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 841/2005, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión de dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 
 

Primero.- El 18 de noviembre de 2002 D. xxxxx y Dña. zzzzz acuden al 
Servicio de Urgencias del Hospital hhhhh de xxxxx, debido al cuadro de llanto e 
irritabilidad que presentaba su hijo, ccccc, de 5 meses. El niño, diagnosticado 6 
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días antes de otalgia y tratado desde entonces con ceftriasona y apiretal, 
presentaba desde hacía 48 horas diarrea que le estaba siendo tratada con una 
fórmula de rehidratación oral (suero oral hiposódico). Además, se le había 
realizado una miringotomía la tarde anterior. 

 
Realizada la correspondiente exploración en urgencias, se efectúa una 

interconsulta con el otorrino de guardia, que le diagnostica otitis media bilateral 
sin signos de miringotomía ni de mastoiditis. Se mantiene el tratamiento 
antibiótico con ceftriaxona, añadiendo dalsy y apiretal, y se le da de alta a las 
5:20 horas de ese mismo día, siendo remitido a un control posterior por el 
servicio de pediatría. 

 
Ese mismo día, a las 8:57 horas, y ante la persistencia de los síntomas, 

el niño es llevado al Servicio de Urgencias del Hospital qqqqq, donde, según el 
informe médico, se aprecia en la exploración física practicada irritabilidad y 
tímpanos muy enrojecidos, por lo que, sin referencia a ningún otro signo 
patológico, se le diagnostica una otitis media. Tras ingresarle unas horas con el 
fin de observar la evolución de los síntomas, se le administra prefusión 
hidroelectrolítica, manteniéndosele la rehidratación oral, y se le practica una 
miringotomía bilateral. Doce horas después de su ingreso, el niño es dado de 
alta con el diagnóstico de otitis media aguda bilateral, manteniendo el 
tratamiento durante 6 horas y recomendando después dieta blanda. Se le cita a 
un control posterior a las 24 horas en ese mismo servicio. 

 
Segundo.- El 18 de diciembre de 2002 D. xxxxx y Dña. zzzzz presentan 

un escrito en el que reclaman una indemnización por los daños y perjuicios 
derivados de la asistencia sanitaria que le fue prestada a su hijo en el Hospital 
hhhhh de xxxxx. 

 
Señalan en dicho escrito que “ante la contradicción de diagnósticos que 

se plantearon solicitamos con objeto de contrastar todas las versiones y por 
ende las acciones en reclamación de los correspondientes daños y perjuicios 
que nos pudieran asistir que se abra el oportuno expediente de responsabilidad 
patrimonial de la administración (…)”. Junto al escrito, en el que no se fija 
cuantía alguna de la indemnización solicitada, presentan fotocopias de los 
partes de urgencias de los dos centros médicos implicados. 
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Tercero.- El 7 de enero de 2003 se notifica a los interesados un escrito 
en el que se les requiere para que presenten el libro de familia o cualquier otro 
documento válido en derecho mediante el que acrediten la relación filial 
existente entre ellos y su hijo, y, por lo tanto, la representación que ostentan 
sobre el menor. El 16 de enero de 2003 tiene entrada la documentación 
requerida. 

 
Asimismo, el 30 de enero de 2003 se notifica a los reclamantes el escrito 

por el que se pone en su conocimiento el inicio de actuaciones y el resto de los 
extremos exigidos por el artículo 142.7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

 
Además, al expediente se incorporan los siguientes documentos: 
 

  - Informe del responsable del Servicio de ORL y PC del Hospital 
hhhhh de xxxxx, remitido el 14 de febrero de 2003. En él se señala que “el 
paciente es diagnosticado de otitis media aguda bilateral, se mantiene el mismo 
tratamiento y se receta tratamiento antiinflamatorio y analgésico (Dalsy) 
complementario. Es dado de alta desde el punto de vista pediátrico y 
otorrinolaringológico y mandado a revisión a su pediatra para control de la 
patología”. 
 
  - Informe emitido el 3 de marzo de 2003 por el jefe del Servicio de 
Otorrinolaringología y Cirugía Cervicofacial del mismo centro médico, en el que 
se determina que el paciente, “visto en nuestro Servicio al ser solicitada 
interconsulta por Pediatría (…) es diagnosticado de otitis media aguda bilateral, 
sin ningún signo de complicación. Se aconseja que siga con el tratamiento que 
venía realizando y que se hiciera las revisiones periódicas de control necesarias 
en la otitis media aguda convencional”. 
 
  - Sendos informes emitidos tanto por el director médico y el 
director gerente del Hospital hhhhh, en los que se remiten a lo señalado por los 
escritos anteriormente señalados. 

 
  - Informe emitido por la Inspección Médica el 31 de marzo de 
2003, en el que se señalan las siguientes conclusiones: 
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   “1. (…) previamente a ser atendido en el servicio de 
urgencias del Hospital hhhhh ya se estaba tratando al paciente con Solución 
Oral Hiposódica por motivo de su diarrea, y que el diagnóstico realizado en los 
dos hospitales fue el mismo, el de una «Otitis Media Bilateral». 
 
   »2. Que en ninguno de los informes del servicio de 
urgencias de los dos hospitales se refleja como impresión diagnóstica (Hospital 
hhhhh) o diagnóstico provisional (Hospital qqqqq) la existencia de signos y 
síntomas de deshidratación que pudieran motivar o explicar la situación clínica 
del paciente. 
 
   »3. (…) en ningún lugar en el parte de urgencias del 
Hospital qqqqq se refleja, como aducen los padres, la necesidad de ingresar al 
niño (…) por mostrar «evidentes signos de deshidratación que requerían de 
tratamiento urgente». 
 
   »4. (…) se considera que la actuación sanitaria ha sido 
correcta (…) no tienen derecho a una reparación económica”. 

 
Cuarto.- Tal y como se pone de manifiesto en el escrito de fecha 24 de 

junio de 2003, se celebra la reunión de la Comisión de seguimiento del seguro 
de responsabilidad civil en la que, teniendo en cuenta el informe emitido por el 
perito médico de la compañía aseguradora sssss, se rehúsa la reclamación de 
responsabilidad patrimonial presentada. El mencionado informe señala: 

 
 “(…) la actuación médica llevada a cabo en el Hospital hhhhh ha 

sido adecuada (…) el niño ha sido correctamente diagnosticado (…) el 
tratamiento que ha recibido es el recomendado por la literatura científica (…) 
no se ha constatado en ningún momento disparidad de diagnósticos entre los 
informes presentados (…) en ninguno (…) aparece el diagnóstico de 
deshidratación, ni tampoco se refleja en ellos la presencia de signos y/o 
síntomas que pudieran confirmar esta alteración metabólica”. 

 
Quinto.- Durante el trámite de audiencia, notificado el 20 de agosto de 

2003, los interesados tienen vista del expediente en comparecencia personal. 
No consta en el expediente escrito de alegaciones de los interesados.  
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Sexto.- Con fecha 9 de junio de 2005, el Director General de Desarrollo 
Sanitario de la Gerencia Regional de Salud firma la propuesta de resolución del 
expediente, considerando que debe desestimarse la reclamación. 

 
Séptimo.- El 11 de agosto de 2005 el Director General de 

Administración e Infraestructura firma propuesta de orden de la Consejería de 
Sanidad, desestimando la reclamación.  

 
Octavo.- El 18 de agosto de 2005 la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Sanidad informa favorablemente sobre la propuesta indicada. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla B), apartado f), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
No obstante, en la resolución que se dicte debe añadirse el 

correspondiente pie de recurso, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8.3 de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa. Además, hay que añadir la posibilidad de interponer recurso de 
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reposición conforme a los artículos 116 y siguientes de la mencionada Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, y 61.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Además, es necesario hacer un reproche a la tramitación del expediente 

de responsabilidad patrimonial, toda vez que existe una evidente tardanza en la 
misma puesto que los interesados presentaron su escrito de reclamación el 18 
de diciembre de 2002 y hasta el día 6 de septiembre de 2005 –casi tres años 
después– no tiene entrada el expediente en este Órgano Consultivo. Este 
retraso necesariamente ha de considerarse como una vulneración de la 
Administración de principios y criterios relativos a su actuación recogidos en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, como los de eficacia, celeridad, eficiencia y 
servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de 
conllevar necesariamente la cantidad que como indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración se vaya a conceder al 
reclamante, en su caso, mediante la oportuna resolución. 
 

3ª.- Concurren en la parte reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Consejero de Sanidad, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de 
la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 
 4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 
en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 
 La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 
 Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
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(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 
 
  a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
  b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 
persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 
 
  c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 
 
  d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
 
  e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
  f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 

5ª.- Los interesados han ejercitado su derecho en tiempo hábil, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. En efecto, el ingreso del niño se produce 
el 18 de noviembre de 2002 y la reclamación se presenta con fecha 18 de 
diciembre del mismo año, dentro, pues, del plazo de un año señalado en el 
artículo 142.5 de la Ley 30/1992 anteriormente citada. 

 
6ª.- Entrando en el fondo del asunto, este Consejo comparte en lo 

fundamental el criterio de la propuesta de orden del Director General de 
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Administración e Infraestructuras, que conduce a desestimar la reclamación de 
la interesada. 

 
Los reclamantes han fundamentado sus pretensiones en la existencia de 

un “error de diagnóstico” en la asistencia que se prestó a su hijo por parte del 
Servicio de Urgencias del Hospital hhhhh de xxxxx, ante la presunta 
contradicción existente entre el diagnóstico establecido por este servicio y el 
que se recogió en el informe elaborado por el Servicio de Urgencias del Hospital 
qqqqq, centro médico privado al que acudieron a continuación como 
consecuencia de la persistencia de síntomas en el niño. 

 
Previamente a cualquier otra consideración, es necesario recordar que el 

paciente no puede exigir (ni la medicina ofrecer) un resultado. A lo que el 
paciente tiene derecho es a que se el preste una atención sanitaria –también en 
la fase de diagnóstico– adecuada a la lex artis ad hoc, en función de las 
circunstancias concurrentes y conocimientos científicos del momento. “Quiere 
con ello decirse que incluso en aquellos supuestos en los que pudiera 
producirse un error de diagnóstico, de tal circunstancia no cabe derivar 
automáticamente la responsabilidad patrimonial de la Administración, toda vez 
que pueden producirse situaciones en las que, la evolución silente de la 
dolencia u otras circunstancias, hayan impedido acertar con el diagnóstico, a 
pesar de la correcta actuación seguida a tal fin por los servicios sanitarios” 
(Dictamen del Consejo de Estado número 78/2002, de 14 de febrero). 

 
En el caso que nos ocupa, los interesados no sólo no han acreditado el 

daño, cuya prueba les incumbe, sino que, al contrario, del estudio del 
expediente se deduce claramente que su hijo ha sido asistido diligentemente y 
que la existencia de un error de diagnóstico no se ha podido probar. 

 
Así, en el proceso asistencial se han aplicado los medios necesarios para 

el diagnóstico y curación. Carece de fundamento la imputación de defectuosa 
asistencia sanitaria, pues se utilizaron los medios que la clínica del paciente 
exigía, llegando los dos servicios de urgencias –tanto el del centro médico 
público como el del privado– al mismo diagnóstico (otitis media aguda). 
Además, en el Hospital hhhhh se hizo un seguimiento del proceso por varios 
facultativos, confirmándose el alta del paciente tras realizarse una interconsulta 
al otorrino y aconsejando la continuidad del tratamiento previamente instaurado 
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(la misma previsión se recoge en el informe del Servicio de Urgencias del 
Hospital qqqqq). 

 
En ninguno de los informes de los dos centros sanitarios se recoge el 

diagnóstico de deshidratación, que es el que los interesados consideran que 
correspondía a los síntomas que padecía su hijo. Tampoco se refleja en ninguno 
de los dos informes la presencia de síntomas que pudieran confirmar esta 
opinión, y la diarrea que el niño presentaba desde hacía 48 horas ya estaba 
siendo tratada con una fórmula de rehidratación oral. 

 
La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con los 

viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. No 
habiéndose acreditado la relación de causalidad entre el servicio público y el 
daño, procede desestimar la reclamación, al no concurrir los requisitos exigidos 
por el artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre ya citada. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx y Dña. zzzzz debido a los daños derivados de la 
asistencia sanitaria que le fue prestada a su hijo, ccccc. 
 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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